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acceso a la información pública y buen gobierno y demás leyes que resulten de 
aplicación”. 
 
De este modo la LTAIBG se configura en nuestro sistema jurídico como la 
norma básica en materia de acceso a la información pública, teniendo por su 
vinculación directa con la LRJPAC el mismo carácter básico de ésta y siendo, 
por tanto, aplicable a todas las Administraciones Públicas en los términos del 
artículo 149.1.18º de la Constitución (artículo 1 de la LRJPAC). 

 
II. El carácter de ley básica de la LTAIBG en esta materia tiene como 

consecuencia principal que las excepciones a su aplicación en materia de 
acceso a la información pública deben venir expresamente previstas y 
autorizadas por ella. 

(…) 
 

IV. La disposición adicional primera de la LTAIBG vincula la aplicación supletoria 
de la Ley a la existencia de una norma específica que prevea y regule un 
régimen de acceso a la información, también específico. 

 
En consecuencia, sólo en el caso de que una norma concreta establezca un 
régimen específico de acceso a la información pública en una determinada 
materia o área de actuación administrativa, puede entenderse que las normas 
de la LTAIBG no son de aplicación directa y operan como normas supletorias. 
En opinión del Consejo, la mencionada disposición adicional tiene como 
objetivo la preservación de otros regímenes de acceso a la información que 
hayan sido o puedan ser aprobados y que tengan en cuenta las características 
de la información que se solicita, delimite los legitimados a acceder a la misma, 
prevea condiciones de acceso etc. Por ello, sólo cuando la norma en cuestión 
contenga una regulación específica del acceso a la información, por más que 
regule exhaustivamente otros trámites o aspectos del procedimiento, podrá 
considerarse a la LTAIBG como supletoria en todo lo relacionado con dicho 
acceso. 
 
La interpretación contraria conduciría, adicionalmente, al absurdo de que 
sectores enteros de la actividad pública o determinados órganos territoriales 
quedaran exceptuados de la aplicación del régimen de acceso previsto en la 
LTAIBG, siendo ésta, como es, una ley básica y de general aplicación. En 
definitiva, solamente aquellos sectores u órganos que cuenten con una 
normativa que prevea un régimen específico de acceso a la información que los 
redactores de la LTAIBG han entendido necesario preservar, aplicarán 
directamente dicho régimen y siempre con ésta última como norma supletoria. 
 

A juicio de este Conejo de Transparencia, la consideración de SEAISA como una 
sociedad mercantil estatal y, por lo tanto, como sujeto obligado a la LTAIBG ex art. 
2.1 g) implica que sean las disposiciones de ésta las que sean de aplicación en 
materia de derecho de acceso a la información a salvo de la existencia de una 

.
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III. RESOLUCIÓN 
 
 
En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede  
 
PRIMERO: ESTIMAR la Reclamación presentada por la COMUNIDAD DE 
REGANTES DEL VALLE INFERIOR DEL GUADALQUIVIR, mediante escrito de fecha 
6 de octubre de 2016 y entrada en el Consejo el día 10 octubre. 
 
SEGUNDO: INSTAR a SEIASA a que, en el plazo máximo de quince días hábiles, 
proporcione a la COMUNIDAD DE REGANTES DEL VALLE INFERIOR DEL 
GUADALQUIVIR la información referenciada en el Fundamento Jurídico nº 9.  
 
TERCERO: INSTAR a SEIASA a que, en el mismo plazo máximo de quince días 
hábiles, remita a este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno copia de la 
información suministrada en cumplimiento del apartado anterior.  
 
De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación 
prevista en el artículo 24 de la misma tiene la consideración de sustitutiva de los 
recursos administrativos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 112.2 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. 
 
En consecuencia, contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, 
únicamente cabe, en caso de disconformidad, la interposición de Recurso 
Contencioso-Administrativo ante los Juzgados Centrales de lo Contencioso-
Administrativo de Madrid en plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1, c), de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.  
 

LA PRESIDENTA DEL  
CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 

 
 

 
 
 
 

Fdo: Esther Arizmendi Gutiérrez 
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